Expediente:              
19001-23-33-003-2013-00679-00


Actor:                        
JUAN JOSÉ CHAUX MOSQUERA

Demandado:             
PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN 


Medio de control:     
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO


	Acción o medio de control: Restablecimiento del derecho 

	Radicado: 19001-23-33-003-2013-00679-00


	Demandante: JUAN JOSÉ CHAUX MOSQUERA

	Demandado: PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN

	Fecha de la sentencia: Agosto 24 de 2015 

	Magistrado ponente: Carlos Hernando Jaramillo Delgado 

	Descriptor 1: Término de prescripción de la acción disciplinaria. 


	Restrictor: Posición contraria del Consejo de Estado frente a la de la Corte Constitucional. 

Consejo de Estado: La prescripción de la acción disciplinaria se interrumpe con la expedición y notificación del acto primigenio. 
Corte Constitucional: El proceso disciplinario debe haberse adelantado y concluido con decisión de mérito antes de los 5 años.

Tribunal Administrativo del Cauca: La Corporación se inclina por la postura de la Corte Constitucional con base en que se debe preferir la que más favorezca a la dignidad del hombre y sus derechos (Posición de la Corte en la C-438 de 2013).


	Descriptor 2: Debido proceso del disciplinado. 


	Restrictor: La Procuraduría General de la Nación sancionó al actor estando prescrita la acción disciplinaria. Se imponía la extinción de la acción disciplinaria. 


	Resumen del caso: El actor considera que se le violentó el debido proceso por cuanto la Procuraduría General de la Nación le aplica sanción encontrándose, a su juicio, prescrita la acción disciplinaria.


	Problema jurídico: ¿Operó o no el fenómeno de la prescripción de acción disciplinaria, en caso de que la misma haya tenido lugar, se le causaron perjuicios materiales y morales al actor?


	Observación del Despacho sobre la relevancia de la sentencia (el por qué de su novedad, su reiteración de posición, su cambio de postura jurisprudencial).
Esta providencia fue dictada en audiencia inicial, por lo cual, se remite una trascripción de su contenido.

En este asunto se abordó una colisión de los precedentes de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado, sobre la prescripción de la acción disciplinaria. La Corte Constitucional considera que dentro del término de prescripción debe adelantarse la primera y segunda instancia del proceso disciplinario. Y el Consejo de Estado sostiene que basta que en el término de prescripción se profiera la decisión de primera instancia para que se interrumpa la prescripción, es decir, que la determinación de segunda instancia se puede emitir en forma posterior. El Tribunal Administrativo del Cauca, acogió la posición de la Corte Constitucional, a la luz de las interpretaciones que ha emitido la Corte Interamericana sobre la materia.



La interpretación del primer inciso del artículo 30 de la Ley 734 de 2002, referido al conteo de los 5 años del término de prescripción de la acción disciplinaria, no ha sido pacífica, pues, por un lado, se encuentran posturas divergentes al interior del Consejo de Estado, y por otro, el criterio concebido por la Corte Constitucional al respecto es disímil al de la Alta Corporación de lo Contencioso Administrativo. 
(…) 
Ahora bien, esta Sala, observando los dos precedentes jurisprudenciales, encuentra dos situaciones jurídicas enfrentadas: la primera, generada por el criterio del Consejo de Estado, en virtud del cual la prescripción de la acción disciplinaria se interrumpe con la expedición y notificación del acto primigenio, dejando abierto el término para resolver la segunda instancia o vía gubernativa; y la segunda, concebida por la Corte Constitucional, según la cual el proceso disciplinario debe haberse adelantado y concluido con decisión de mérito antes de los 5 años, en otras palabras, que dentro de dicho término se haya dictado y ejecutoriado la providencia que le ponga fin a la actuación disciplinaria.  

(…) 

Pues bien, ante dos interpretaciones posibles de una disposición, en este caso del inciso 1º del artículo 30 de la Ley 734 de 2002, el Juez debe preferir la que más favorezca la dignidad del hombre y sus derechos, conforme lo estableció la Corte Constitucional en la sentencia C-438 de 2013, 

(…) 
Visto todo lo anterior, esta Corporación se inclina por la interpretación que la Corte Constitucional hace sobre el inciso primero del artículo 30 de la Ley 732 de 2002, según la cual para que no opere la prescripción la actuación disciplinaria debe haberse adelantado y concluido con decisión ejecutoriada, antes de los 5 años, pues garantiza en mayor medida el principio pro homine concretado en el derecho a obtener justicia en un plazo razonable, el cual está amparado por el artículo 29 constitucional, los artículos 7.5 y 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, y la interpretación que sobre estos últimos hizo la Corte Interamericana en el caso Suárez Rosero Vs. Ecuador, sentencia de 12 de noviembre de 1997, puesto que dicho criterio asegura que el asunto se resuelva en un plazo razonable y no permite la indefinición del término en el trámite de la segunda instancia, evitando así el retardo prolongado en la definición jurídica de los inculpados.

Como conclusión, la entidad pública que sanciona disciplinariamente tiene el plazo razonable de cinco (5) años “contados para las faltas instantáneas desde el día de su consumación y para las de carácter permanente o continuado desde la realización del último acto”, para poner fin a la actuación disciplinaria mediante una decisión ejecutoriada, que para los casos en donde se hayan interpuesto recursos, se consolida con la notificación de su resolución. 

(…) 
En ese sentido, la Sala considera que de conformidad con el inciso primero del artículo 30 de la Ley 734 de 2002, la Procuraduría tenía desde el 05 de julio de 2006 hasta el 05 de julio de 2011 para emitir la decisión administrativa debidamente ejecutoriada que pusiera fin a la actuación disciplinaria, no obstante, el recurso de apelación interpuesto contra el fallo disciplinario de fecha 16 de diciembre de 2010 (obrante a folios 252 a 289 del C. Ppal.2), fue resuelto mediante fallo del 20 de mayo de 2013 (folios 290 a 380 del C. Ppal.2), notificado el 31 de mayo de 2013 (constancia de notificación personal a folio 380 del C. Ppal.2). 

De lo anterior infiere la Sala, que la Procuraduría General de la Nación sancionó al actor estando prescrita la acción disciplinaria, pues contados 5 años, el plazo prescribió el 05 de julio de 2011 y el proceso disciplinario culminó con decisión de mérito debidamente ejecutoriada el 31 de mayo de 2013, por fuera del término legal, violando el derecho del disciplinado al debido proceso, pues se imponía la extinción de la acción disciplinaria.   

Tiene así vocación de prosperidad la censura que formula el disciplinado relacionada con la prescripción de la acción disciplinaria y en esa medida se declarará la nulidad de los actos acusados, sin entrar a estudiar los demás cargos, pues dicha decisión anulatoria releva a la Sala del estudio de los restantes vicios endilgados.
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL CAUCA

Popayán, veinticuatro (24) de agosto de dos mil quince (2015)

Magistrado Ponente: 
CARLOS H. JARAMILLO DELGADO

Expediente:              
19001-23-33-003-2013-00679-00


Actor:                        
JUAN JOSÉ CHAUX MOSQUERA
Demandado:             
PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN 


Medio de control:     
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

I. ANTECEDENTES 

1. LA DEMANDA 

El señor Juan José Chaux Mosquera identificado con C.C. No. 19.359.566 de Bogotá, a través de apoderado y en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, dirigido contra la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, solicitó:

Declarar la nulidad de los siguientes actos:

· Fallo disciplinario de primera instancia proferido el 16 de diciembre de 2010, por la Procuraduría Primera Delegada para la Contratación Administrativa en contra del Dr. Juan José Chaux Mosquera, en su otrora calidad de Gobernador del Departamento del Cauca.
· Fallo disciplinario de segunda instancia proferido el 20 de mayo de 2013, mediante el cual la Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación confirmó la decisión de primera instancia. 
Como consecuencia de la anterior declaración se solicita que se ordene a la NACIÓN- PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN, borre del certificado de antecedentes la anotación de la sanción que se impone mediante los fallos acusados, en segundo lugar, exima del pago de la sanción establecida en los mismos, y en tercer lugar, se reconozca a título de perjuicios morales la suma de 500 S.M.L.M.V. 

Así mismo se condene a la entidad demandada a pagar los reajustes y actualizaciones correspondientes según lo dispone el CPACA; se dé cumplimiento a la sentencia en los términos del inciso 2º del artículo 192 del mismo código; y se condene en costas y agencias en derecho a la entidad demandada. 

1.2. Hechos

De manera oficiosa la Procuraduría Regional del Cauca inició investigación dentro del radicado No. 021-168214-2008 con el fin de lograr el esclarecimiento de hechos presuntamente irregulares respecto del contrato No. 064 cuyo objeto era la comercialización de productos de la Industria Licorera del Cauca, suscrito el 27 de noviembre de 2006 entre esta entidad y la comercializadora TMSA.  

Mediante auto de fecha 22 de septiembre de 2008, la Procuraduría Primera Delegada para la Contratación Estatal decretó la apertura de la investigación disciplinaria en contra del Dr. JUAN JOSE CHAUX MOSQUERA, en su otrora condición de Gobernador del Departamento del Cauca, y de otros funcionarios públicos.

En la fecha 31 de julio de 2009, la Procuraduría Primera Delegada para la Contratación Estatal emitió el Auto de Cargos en contra del aquí demandante, siendo notificado el 31 de agosto de 2009. 

El cargo único formulado tenía el siguiente contenido: 

“El señor Juan José Chaux Mosquera, en su condición de Gobernador del Departamento del Cauca y Presidente de la Junta Directiva de la Industria Licorera del Cauca, en la reunión de la Junta Directiva del 22 de noviembre de 2005, propuso la apertura de una licitación pública para comercializar los productos de la Industria Licorera del Cauca, propuesta que fue acogida por la junta directiva en la sesión del 04 de julio de 2006, sin que aún se hubiera elaborado los estudios de conveniencia y oportunidad respectivos (en la forma prevista en el artículo 8 del Decreto 2170 de 2002), ya que estos son del 05 de octubre de 2006; decisión que permitió la celebración del contrato No. 64 del 27 de noviembre de 2006, con la sociedad TM S.A., contrato que tuvo que ser modificado un mes después mediante el otrosí No. 01 del 29 de diciembre de 2006, para facilitarle el cumplimiento al contratista, el cual resultó lesivo para los intereses y finanzas de la Licorera y del Departamento del Cauca (…).” 

El 16 de diciembre de 2010, la Procuraduría Primera Delegada para la Contratación Estatal profirió el fallo de primera instancia en contra del Dr. Chaux Mosquera, notificado el día 26 de enero de 2011; en donde se sancionó al investigado con suspensión en el ejercicio del cargo e inhabilidad especial por el término de tres (3) meses, pero como el funcionario ya no estaba en el cargo, la suspensión se convirtió en salarios mensuales equivalentes a $6.687.687, sin perjuicio de la inhabilidad especial.

El 20 de mayo de 2013, la Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación profirió fallo de segunda instancia modificando la sanción impuesta, manteniendo sólo la suspensión de tres meses sin la inhabilidad especial para ejercer funciones públicas. De igual manera, denegó por improcedente la solicitud de prescripción de la acción disciplinaria.  

1.3.  Normas violadas y concepto de violación
El demandante citó como normas violadas, los artículos 1, 2, 4, 15, 29, 90 y 209 de la C.P.; los artículos 12, 14, 30 y 142 de la Ley 734 de 2002, Código Disciplinario Único, y demás normas concordantes y complementarias. 

El concepto de violación: El actor argumenta que la Procuraduría incurrió en una falla del servicio, evidenciada en la imposición de una sanción disciplinaria dentro de un proceso marcado por el proceder negligente de los funcionarios comisionados para adelantar la investigación y adoptar las decisiones correspondientes, inobservando igualmente los términos legales de prescripción para resolver el asunto disciplinario de fondo (folio 143 del C. Ppal.1.). 

2. RECUENTO PROCESAL

La demanda fue presentada el 28 de noviembre de 2013 (fol. 152); se admitió la demanda el 05 de mayo de 2014 (folios 157 y 158) y fue notificada en debida forma (folios 159 y 160).  

3. CONTESTACIÓN

La Procuraduría en su contestación sostiene que en el presente asunto no ha operado la prescripción disciplinaria y que su gestión dentro del proceso disciplinario se ajustó a la ley y la jurisprudencia vigente del Consejo de Estado; se remite principalmente al fallo del 9 de septiembre de 2009, emitido por Sala Plena dentro del expediente No. 11001031500020030044201. 

Y ante las dos posibilidades de configuración de la prescripción expuestas por la parte actora, la entidad demandada plantea dos respuestas correspondientes, así: 

· Si se cuenta desde el 4 de julio de 2006, fecha en la que la Junta Directiva de la Industria Licorera del Cauca aceptó la propuesta del entonces Gobernador, hasta la expedición del fallo de primera instancia el 16 de diciembre de 2010, notificado el 26 de enero de 2011, no transcurrieron los cinco años del término de prescripción; 

· Y de otro lado, frente a la consideración de que transcurrieron más de cinco (5) años desde la fecha en que se realizó la reunión de la Junta Directiva el 22 de noviembre de 2005, es decir donde se configuró la conducta disciplinable según el actor, hasta la emisión del fallo de segunda instancia el 20 de mayo de 2013, la Procuraduría alega que en virtud de la sentencia de Sala Plena del Consejo de Estado de fecha 09 de septiembre de 2009 – ya referida anteriormente -, para efectos de la prescripción basta que el acto primigenio de primera instancia se halla notificado dentro de los cinco años, conservando validez el fallo de segunda instancia aún si se profiere después de dicho término, razón por la cual, en el presente asunto afirma que no ha operado la prescripción de la acción disciplinaria.  

Respecto de la configuración de perjuicios alegada por el actor, la Procuraduría manifiesta que no se encuentra probado que se hayan efectuado señalamientos de corrupción que hayan generado un rechazo en el grupo social en el que se desenvolvía el disciplinado, estando claro que el único cargo endilgado se refería al incumplimiento de deberes funcionales en materia de contratación estatal, al aprobar en sesiones de la Junta Directiva de la ILC la apertura de una licitación pública con el objeto de contratar a un particular para que comercialice los productos de la Licorera, sin contar con los estudios previos.  

Sumado a lo anterior señaló que tampoco es cierto que los fallos demandados le hayan impedido al actor seguir con el normal desarrollo de su carrera política, dado que el fallo de primera instancia, proferido el 16 de diciembre de 2010, fue apelado y por ende lo ahí decidido quedó en suspenso hasta la decisión de segunda instancia, por lo cual hasta no haber estado debidamente ejecutoriada, no constituyó antecedente alguno contra el disciplinado que le impidiera el libre ejercicio de funciones públicas, incluidas las de elección popular. 

Finalmente la PROCURADURIA propuso como excepciones las siguientes: 1. Inexistencia de las causales de violación del debido proceso; 2. Innominada. 
I. CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL

1. La competencia

Por la naturaleza del proceso, de acuerdo al artículo 152 numeral 3 de la Ley 1437 de 2013, el Tribunal es competente para conocer del presente asunto en primera instancia.

2. La caducidad

Para evaluar este presupuesto procesal se tiene en cuenta lo siguiente:

· El 31 de mayo de 2013, fue notificado el apoderado de la parte actora del fallo de segunda instancia de fecha 20 de mayo de 2013 (folio 126 del C. Ppal. 1.).  

· El 16 de septiembre de 2013, la parte actora presentó ante la Procuraduría solicitud de conciliación extrajudicial (folio 136 del C. Ppal.). 
· El 22 de noviembre de 2013, la Procuraduría expide constancia de audiencia de conciliación fallida (folios 136 a 138 del C. Ppal.).
· El 28 de noviembre de 2013, restando 09 días para que vencieran los 4 meses del término de caducidad del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, se presenta la demanda, es decir, que la misma se presentó oportunamente.   

3. Problema jurídico 

Tal y como se señaló en la etapa de fijación del litigio, el problema jurídico se centra en definir si dentro del presente asunto operó o no el fenómeno de la prescripción de acción disciplinaria, y en caso de que la misma haya tenido lugar, definir si se le causaron perjuicios materiales y morales al actor.

4. Consideraciones

4.1. La prescripción de la acción disciplinaria en la jurisprudencia del Consejo de Estado y la Corte Constitucional.   
Los Capítulos Primero y Segundo del Título Tercero de la Ley 734 de 2002, regulan la extinción de la acción disciplinaria por prescripción de la acción, así:

“T I T U L O  III - 
LA EXTINCION DE LA ACCION DISCIPLINARIA

CAPITULO PRIMERO

Causales de extinción de la acción disciplinaria 
Artículo 29. Causales de extinción de la acción disciplinaria. Son causales de extinción de la acción disciplinaria las siguientes:

1. La muerte del investigado.

2. La prescripción de la acción disciplinaria. 

Parágrafo. El desistimiento del quejoso no extingue la acción disciplinaria.

CAPITULO SEGUNDO

Prescripción de la acción disciplinaria 
Artículo 30. Términos de prescripción de la acción disciplinaria. La acción disciplinaria prescribe en cinco años, contados para las faltas instantáneas desde el día de su consumación y para las de carácter permanente o continuado desde la realización del último acto.

En el término de doce años, para las faltas señaladas en los numerales 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10 del artículo 48 y las del artículo 55 de este código.
Cuando fueren varias las conductas juzgadas en un solo proceso, la prescripción de las acciones se cumple independientemente para cada una de ellas. 

Parágrafo. Los términos prescriptivos aquí previstos quedan sujetos a lo establecido en los tratados internacionales que Colombia ratifique. 

La interpretación del primer inciso del artículo 30 de la Ley 734 de 2002, referido al conteo de los 5 años del término de prescripción de la acción disciplinaria, no ha sido pacífica, pues, por un lado, se encuentran posturas divergentes al interior del Consejo de Estado, y por otro, el criterio concebido por la Corte Constitucional al respecto es disímil al de la Alta Corporación de lo Contencioso Administrativo. 
En efecto, se procede a esbozar el cambio en las posturas del Consejo de Estado en la materia, referenciadas por ambas partes al interior del litigio:  

La Sección Segunda, Subsección B, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, mediante sentencia del 23 de mayo de dos mil dos (2002), actor: Álvaro Hernán Velandia Hurtado, revocó una sentencia del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, donde se alegaba la imprescriptibilidad de la acción disciplinaria, afirmando que la titularidad de la acción disciplinaria que corresponde al Estado, aún la ejercida preferentemente por la Procuraduría General de la Nación, está sujeta a límites temporales, no siendo aceptable que las faltas disciplinarias puedan ser investigadas en cualquier tiempo.
 

Seguido a lo anterior, el Consejo de Estado señaló
:

“Consideró – refiriéndose a la Sección Segunda, Subsección B, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado- que según la jurisprudencia de la Corte Constitucional plasmada en sentencia C-244 de 1996, el vencimiento del plazo de 5 años significa para las entidades la pérdida de la potestad de imponer sanciones, es decir, de dictar la providencia que le ponga fin a la actuación disciplinaria. El fin esencial de la prescripción de la acción disciplinaria está íntimamente ligado con el derecho que tiene el procesado a que se le defina su situación jurídica. Si el Estado no ejercita su potestad disciplinaria dentro del término quinquenal señalado por el legislador, no puede después, invocando su propia ineficacia o negligencia, ampliar dicho lapso prescriptivo sin violar el derecho del infractor de exigir una pronta definición de su conducta.

Con base en lo anterior reiteró que, de acuerdo con lo previsto en el artículo 6 de la Ley 13 de 1984, dentro del término de cinco años no solo debe tramitarse la acción disciplinaria sino imponerse la sanción, lo que implica resolver los recursos interpuestos y notificar en debida forma la decisión, dado que, de conformidad con los artículos 44 y 45 del C.C.A., las decisiones que ponen término a una actuación administrativa se notifican y la principal forma de notificación es la personal, ya que la notificación por edicto solo procede cuando no pueda realizarse aquella.

Las anteriores consideraciones sirvieron de fundamento para que la Sección Segunda de esta Corporación revocara el fallo del a quo y, en su lugar, declarara la nulidad de los actos acusados, y el restablecimiento del derecho invocado por el actor y, en consecuencia, ordenó al Ministerio de Defensa que reintegrara al demandante al cargo de Brigadier General que ostentaba cuando fue separado del servicio activo de las Fuerzas Militares.”
La sentencia de segunda instancia de 23 de mayo de 2002 que profirió la Sección Segunda, Subsección B fue suplicada por la parte demandada -Procuraduría General de la Nación- por intermedio del Procurador General Encargado, en calidad de representante legal y apoderado judicial de la entidad y por la Procuradora Delegada ante el Consejo de Estado. Igualmente, el Jefe de la Oficina Jurídica de la demandada, a través de apoderado impetró éste recurso extraordinario.

Para el fin anterior, procedió la Sala Plena del Consejo de Estado a resolver el recurso de súplica propuesto por la parte demandada contra la sentencia dictada el 23 de mayo de 2002 por la Sección Segunda, Subsección B de esta Corporación, pues consideró que por importancia jurídica del tema central a definir, tratado indistintamente por las Secciones, su decisión debía corresponder a la Sala Plena.
 
La Sala Plena del Consejo de Estado mediante sentencia del 09 de septiembre de 2009, proferida dentro del expediente con radicado No. 110010315000200300442 01, CONSEJERA PONENTE: SUSANA BUITRAGO VALENCIA, definió que el término de prescripción se interrumpía con la expedición y notificación del fallo de primera instancia, sin importar que el trámite de segunda instancia se efectuara posteriormente. El Consejo dijo lo siguiente: 
“Bajo este hilo conductor, y en la necesidad de unificar las posturas de las Secciones sobre el tema, asunto que precisamente constituyó el motivo para que el presente proceso fuera traído por importancia jurídica a la Sala Plena, a continuación se explicarán las razones esenciales por las cuales se considera que la tesis de recibo y que debe imperar es la que proclama que la sanción disciplinaria se impone cuando concluye la actuación administrativa al expedirse y notificarse el acto administrativo principal, decisión que resuelve de fondo el proceso disciplinario. Es este el acto que define la conducta investigada como constitutiva de falta disciplinaria. En él se concreta la expresión de la voluntad de la administración.

Por su parte, los actos que resuelven los recursos interpuestos en vía gubernativa contra el acto sancionatorio principal no pueden ser considerados como los que imponen la sanción porque corresponden a una etapa posterior cuyo propósito no es ya emitir el pronunciamiento que éste incluye la actuación sino permitir a la administración que éste sea revisado a instancias del administrado. Así, la existencia de esta segunda etapa denominada "vía gubernativa" queda al arbitrio del administrado que es quien decide si ejercita o no los recursos que legalmente procedan contra el acto. (…)
Afirmar que la administración, además de estar en el deber de decidir y de notificar dentro del término de cinco años a partir del acto constitutivo de la falta la actuación administrativa sancionatoria también está obligada dentro de ese lapso a resolver los recursos de la vía gubernativa e incluso a notificar el acto que resuelve el último recurso, es agregarle a la norma que consagra el término para ejercer la potestad sancionatoria disciplinaria una exigencia que no contempla y permite, finalmente, dejar en manos del investigado, a su arbitrio, la determinación de cuándo se "impone" la sanción, porque en muchas ocasiones es del administrado de quien dependen las incidencias del trámite de notificación de las providencias.

En este orden de ideas, en el sub examine es evidente que el fallo suplicado interpretó de forma errónea el artículo 12 de la Ley 25 de 1974 con las modificaciones que le introdujo el artículo 6 de la ley 13 de 1984, porque le otorgó un equivocado entendimiento al considerar el alcance del término de prescripción de la acción administrativa disciplinaria hasta comprendida la notificación del acto administrativo que resuelve el último recurso de la vía gubernativa. (…)
Con base en lo anterior, resolvió INFÍRMAR la sentencia dictada por la Sección Segunda, Subsección B, del Consejo de Estado el 23 de mayo de 2002, mediante la cual revocó la sentencia proferida el 20 de junio de 1997 por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca dentro del proceso de acción de nulidad y restablecimiento del derecho instaurado por el Brigadier General ÁLVARO HERNÁN VELANDIA HURTADO contra la Procuraduría General de la Nación y el Ministerio de Defensa Nacional; como consecuencia de lo anterior, CONFÍRMÓ la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca el 20 de junio de 1997 que denegó las pretensiones de la demanda.

Frente a la anterior decisión, el señor Álvaro Hernán Velandia Hurtado, mediante apoderada, interpuso acción de tutela contra la providencia proferida el 29 de septiembre del 2009 proferida por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, porque consideró vulnerados los derechos fundamentales al debido proceso, a la defensa y de acceso a la administración de justicia.
En consecuencia, pidió que se dejara sin efecto la providencia de 29 de septiembre de 2009 proferida por el Consejo de Estado - Sala Plena de lo Contencioso Administrativo y que, en su lugar, se confirmara la sentencia de segunda instancia proferida el 23 de mayo de 2002 por el Consejo de Estado, Sección Segunda – Subsección “B”.    
Mediante sentencia de 17 de abril de 2013, que referencia el actor en su demanda, el Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección “A”, Sala de Conjueces decidió tutelar los derechos fundamentales al actor Álvaro Velandia Hurtado, y procedió a REVÓCAR la sentencia de 29 de septiembre de 2009 proferida por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, DECLARANDO que quedaba en firme la sentencia de la Sección Segunda Subsección B proferida el 23 de mayo de 2002, Expediente: 17112, Actor: Álvaro Hernán Velandia Hurtado.

Para resolver el asunto, la Sala de Conjueces tuvo en cuenta lo siguiente:

· “Que el artículo 12 de la Ley 25 de 1974, modificado por el artículo 6 de la Ley 13 de 1984, debe aplicarse armónicamente con la normativa propia de los procedimientos contenciosos administrativos consagrados en el Decreto 1º de 1984, conforme con los cuales, la ejecutoría de los actos administrativos solo tiene lugar una vez decididos y notificados los recursos interpuestos contra estos, en aplicación de los artículos 44, 45, 47, 48, 50 y 64 del Código Contencioso Administrativo.

· Que la notificación del acto administrativo primigenio o principal no otorga a éste ejecutoria y firmeza, la cual, por mandato del inciso 4º del artículo 51 del Código Contencioso Administrativo, solo podrá alcanzarse (i) si contra el mismo no se interponen los recursos procedentes o (ii) si contra el mismo se presentan los recursos de ley, después de que estos se resuelvan y notifiquen. 

· Que antes de la ejecutoria del acto sancionatorio no se puede tener por impuesta la sanción y, por ende, la prescripción no se encuentra interrumpida, en atención al artículo 6º de la Ley 13 de 1984.

· Que la Sala Plena del Consejo de Estado concluyó que con la notificación del acto primigenio sancionatorio quedó enervada la prescripción disciplinaria, decisión abiertamente violatoria del artículo 6º de la Ley 13 de 1984 en concordancia con los artículos 26 y 27 del Decreto 3404 de 1983 y 64 del C.C.A., porque pretende conferir efectos al acto primigenio antes de ser oponible, por no estar ejecutoriado, lo que constituye vía de hecho por defecto sustantivo.”

Sin embargo, ante la anterior determinación se formularon sendas impugnaciones contra la providencia de 17 de abril de 2013, proferida por la Sala de Conjueces de la Sección Segunda del Consejo de Estado, las cuales se resolvieron mediante la sentencia del 06 de marzo de 2014 de la Sección Cuarta, siendo Consejera ponente: CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRIGUEZ, en la cual se resolvió REVOCAR la sentencia de 17 de abril de 2013, proferida por el Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección “A”, Sala de Conjueces, y en su lugar, se NEGÓ por improcedente la solicitud de tutela instaurada por Álvaro Hernán Velandia Hurtado contra el fallo del 29 de septiembre de 2009 proferido Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado.
Como fundamento central de la anterior decisión, se indicó:

“…la acción de tutela resulta improcedente en el asunto bajo estudio, porque mediante ella la accionante pretende revivir una discusión jurídica que ya fue resuelta por el juez natural del asunto y que fue definida en última instancia por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado como órgano de cierre en ejercicio de las funciones que, como Tribunal Supremo de lo Contencioso Administrativo, le confieren la Constitución Política y la ley para fijar el alcance de las normas sustanciales, razón por la cual sus decisiones son últimas, intangibles e inmodificables a través de este mecanismo de carácter subsidiario y residual, sin que el accionante pueda aducir que se le violó el derecho al debido proceso, porque tuvo la oportunidad de intervenir en el mismo y de ejercer su derecho de defensa, pues, se le estudió y resolvió cada una de las vías jurídicamente establecidas para darle solución al caso concreto.”
Así las cosas, la Sala observa que el pronunciamiento de la Sala Plena del Consejo de Estado contenido en la sentencia del 9 de septiembre de 2009, se mantiene como precedente vigente en materia de prescripción del ejercicio de la acción disciplinaria.

No obstante lo anterior, este precedente colisiona con la interpretación adoptada por la Corte Constitucional en la sentencia C-401 de 2010, cuyos efectos son erga omnes, respecto del conteo del término de prescripción, la cual se ha cifrado dentro de los siguientes términos:

“La Corte también se ha pronunciado sobre la prescripción en materia disciplinaria, al señalar que la misma “… es un instituto jurídico liberador, en virtud del cual por el transcurso del tiempo se extingue la acción o cesa el derecho del Estado a imponer una sanción.” HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/C-401-10.htm" \l "_ftn18" \o "" 
 Puntualizó la Corte que este fenómeno tiene operancia, “(…) cuando la Administración o la Procuraduría General de la Nación, dejan vencer el plazo señalado por el legislador, -5 años-, sin haber adelantado y concluido el proceso respectivo, con decisión de mérito. El vencimiento de dicho lapso implica para dichas entidades la pérdida de la potestad de imponer sanciones, es decir, que una vez cumplido dicho periodo sin que se haya dictado y ejecutoriado la providencia que le ponga fin a la actuación disciplinaria, no se podrá ejercitar la acción disciplinaria en contra del beneficiado con la prescripción.”
 

Puso de presente la Corte que el fin esencial de la prescripción de la acción disciplinaria, “(…) está íntimamente ligado con el derecho que tiene el procesado a que se le defina su situación jurídica, pues no puede el servidor público quedar sujeto indefinidamente a una imputación (…)” HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/C-401-10.htm" \l "_ftn19" \o ""  
y que corresponde al legislador establecer cuál es el plazo que se considera suficiente para que la entidad a la cual presta sus servicios el empleado o la Procuraduría General de la Nación inicien la investigación y adopten la decisión pertinente.

 

Para la Corte, la potestad sancionatoria no puede quedar indefinidamente abierta y “(…) si el Estado no ejercita el derecho que tiene de adelantar y fallar la investigación disciplinaria en el tiempo fijado por el legislador, ya sea por desinterés, desidia o negligencia no puede el empleado público sufrir las consecuencias que de tales hechos se derivan, sino la misma Administración por incuria, incapacidad o ineficiencia.” 

 

Puntualizó la Corporación que, como parte del debido proceso, la obligación de adelantar las investigaciones sin dilaciones injustificadas se aplica a toda clase de actuaciones, y que, por consiguiente “[l]a justicia impartida con prontitud y eficacia no sólo debe operar en los procesos penales -criminales-, sino en los de todo orden, administrativos, contravencionales, disciplinarios, policivos, etc.” 

Ahora bien, esta Sala, observando los dos precedentes jurisprudenciales, encuentra dos situaciones jurídicas enfrentadas: la primera, generada por el criterio del Consejo de Estado, en virtud del cual la prescripción de la acción disciplinaria se interrumpe con la expedición y notificación del acto primigenio, dejando abierto el término para resolver la segunda instancia o vía gubernativa; y la segunda, concebida por la Corte Constitucional, según la cual el proceso disciplinario debe haberse adelantado y concluido con decisión de mérito antes de los 5 años, en otras palabras, que dentro de dicho término se haya dictado y ejecutoriado la providencia que le ponga fin a la actuación disciplinaria.  

No sobra aclarar en este punto que la decisión administrativa está en firme y queda ejecutoriada en los casos previstos en el artículo 87 del CPACA, entre los cuales, se destaca el numeral 2º, donde se indica que en los asuntos donde se hayan interpuesto recursos, el acto administrativo quedará en firme “desde el día siguiente a la publicación, comunicación o notificación de la decisión sobre los recursos interpuestos”, de manera que es lógico que una decisión ejecutoriada será aquella que notifica la resolución de los recursos interpuestos – en caso de haberse formulado -. Y aun con anterioridad a la Ley 1437 de 2011, en el marco del Decreto 01 de 1984 en su artículo 62, el Consejo de Estado había definido el tópico estudiado en la misma forma, señalando que “El acto administrativo susceptible de recursos solo adquirirá firmeza cuando los recursos interpuestos se hayan decidido.
   

Pues bien, ante dos interpretaciones posibles de una disposición, en este caso del inciso 1º del artículo 30 de la Ley 734 de 2002, el Juez debe preferir la que más favorezca la dignidad del hombre y sus derechos, conforme lo estableció la Corte Constitucional en la sentencia C-438 de 2013, en donde manifestó:  
“El Estado colombiano, a través de los jueces y demás asociados, por estar fundado en el respeto de la dignidad humana (artículo 1º de la Constitución) y tener como fines garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes (artículo 2º), tiene la obligación de preferir, cuando existan dos interpretaciones posibles de una disposición, la que más favorezca la dignidad humana. Esta obligación se ha denominado por la doctrina y la jurisprudencia “principio de interpretación pro homine” o “pro persona”. A este principio se ha referido esta Corporación en los siguientes términos: “El principio de interpretación <pro homine>, impone aquella interpretación de las normas jurídicas que sea más favorable al hombre y sus derechos, esto es, la prevalencia de aquella interpretación que propenda por el respeto de la dignidad humana y consecuentemente por la protección, garantía y promoción de los derechos humanos y de los derechos fundamentales consagrados a nivel constitucional”. Éste es entonces un criterio de interpretación que se fundamenta en las obligaciones contenidas en los artículos 1° y 2º de la Constitución antes citados y en el artículo 93, según el cual los derechos y deberes contenidos en la Constitución se deben interpretar de conformidad con los tratados sobre derechos humanos ratificados por Colombia. En lo que tiene que ver con los derechos, los mencionados criterios hermenéuticos se estipulan en el artículo 5° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 29  de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Adicionalmente, se debe afirmar que estos criterios configuran parámetro de constitucionalidad, pues impiden que de una norma se desprendan interpretaciones restrictivas de los derechos fundamentales. El principio pro persona, impone que “sin excepción, entre dos o más posibles análisis de una situación, se prefiera [aquella] que resulte más garantista o que permita la aplicación de forma más amplia del derecho fundamental”. (Resalta la Sala).
En la misma línea, debe precisar la Sala que el Estado Colombiano suscribió la Convención Interamericana de Derechos Humanos, aprobada mediante Ley interna No. 16 de 1972 y ratificada el 31 de julio de 1973, cuyos derechos y postulados han sido  incorporados a nuestro derecho interno por el art. 93 de la Constitución Política, y donde también se reguló un tópico central en el objeto del litigio que nos ocupa, cual es el derecho a obtener justicia en un plazo razonable. 
La Convención Americana de Derechos Humanos, en sus artículos 7.5 y 8.1 consagra lo siguiente:

Artículo 7.5: “Toda persona detenida o retenida deber ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso...”
“Artículo 8. Garantías Judiciales

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.”
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha tenido la oportunidad de analizar el principio del plazo razonable, el cual se deduce de los artículos 7.5 y 8.1 de la Convención Americana antes mencionados. Según dicho Tribunal, tal principio tiene como finalidad impedir que los acusados permanezcan largo tiempo bajo acusación y asegurar que ésta se decida prontamente.
 
En efecto, en el Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador, sentencia de 12 de noviembre de 1997, la Corte Interamericana abordó la situación de la excesiva tardanza de las autoridades del Estado Ecuatoriano en la resolución de la situación jurídica del señor Rafael Iván Suárez Rosero, acusado de la comisión del delito de narcotráfico, considerando lo siguiente:      
“70. El principio de “plazo razonable” al que hacen referencia los artículos 7.5 y 8.1 de la Convención Americana tiene como finalidad impedir que los acusados permanezcan largo tiempo bajo acusación y asegurar que ésta se decida prontamente. En el presente caso, el primer acto del procedimiento lo constituye la aprehensión del señor Suárez Rosero el 23 de junio de 1992 y, por lo tanto, a partir de ese momento debe comenzar a apreciarse el plazo. 
71. Considera la Corte que el proceso termina cuando se dicta sentencia definitiva y firme en el asunto, con lo cual se agota la jurisdicción (cf. Cour eur. D.H., arrêt Guincho du 10 juillet 1984, série A nº 81, párr. 29) y que, particularmente en materia penal, dicho plazo debe comprender todo el procedimiento, incluyendo los recursos de instancia que pudieran eventualmente presentarse. Con base en la prueba que consta en el expediente ante la Corte, ésta estima que la fecha de conclusión del proceso contra el señor Suárez Rosero en la jurisdicción ecuatoriana fue el 9 de septiembre de 1996, cuando el Presidente de la Corte Superior de Justicia de Quito dictó sentencia condenatoria. Si bien en la audiencia pública el señor Suárez Rosero mencionó la interposición de un recurso contra dicha sentencia, no fue demostrada esa afirmación. 
72. Esta Corte comparte el criterio de la Corte Europea de Derechos Humanos, la cual ha analizado en varios fallos el concepto de plazo razonable y ha dicho que se

debe tomar en cuenta tres elementos para determinar la razonabilidad del plazo en el cual se desarrolla el proceso: a) la complejidad del asunto, b) la actividad procesal del interesado y c) la conducta de las autoridades judiciales (cf. Caso Genie Lacayo, Sentencia de 29 de enero de 1997. Serie C No. 30, párr 77; y Eur. Court H.R., Motta judgment of 19 February 1991, Series A No. 195-A, párr. 30; Eur. Court H.R., Ruiz Mateos v. Spain Judgment of 23 June 1993, Series A No. 262, párr. 30). 

73. Con fundamento en las consideraciones precedentes, al realizar un estudio global del procedimiento en la jurisdicción interna contra el señor Suárez Rosero, la Corte advierte que dicho procedimiento duró más de 50 meses. En opinión de la Corte, este período excede en mucho el principio de plazo razonable consagrado en la Convención Americana.  (…)”
Ahora bien, a nivel interno la Corte Constitucional en sentencia C-244 de 1996, siendo Magistrado Ponente el Dr. CARLOS GAVIRIA DÍAZ, destacó que como parte del debido proceso, la obligación de adelantar las investigaciones sin dilaciones injustificadas se aplica a toda clase de actuaciones, y que, por consiguiente “[l]a justicia impartida con prontitud y eficacia no sólo debe operar en los procesos penales -criminales-, sino en los de todo orden, administrativos, contravencionales, disciplinarios, policivos, etc.” 

Visto todo lo anterior, esta Corporación se inclina por la interpretación que la Corte Constitucional hace sobre el inciso primero del artículo 30 de la Ley 732 de 2002, según la cual para que no opere la prescripción la actuación disciplinaria debe haberse adelantado y concluido con decisión ejecutoriada, antes de los 5 años, pues garantiza en mayor medida el principio pro homine concretado en el derecho a obtener justicia en un plazo razonable, el cual está amparado por el artículo 29 constitucional, los artículos 7.5 y 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, y la interpretación que sobre estos últimos hizo la Corte Interamericana en el caso Suárez Rosero Vs. Ecuador, sentencia de 12 de noviembre de 1997, puesto que dicho criterio asegura que el asunto se resuelva en un plazo razonable y no permite la indefinición del término en el trámite de la segunda instancia, evitando así el retardo prolongado en la definición jurídica de los inculpados.

Como conclusión, la entidad pública que sanciona disciplinariamente tiene el plazo razonable de cinco (5) años “contados para las faltas instantáneas desde el día de su consumación y para las de carácter permanente o continuado desde la realización del último acto”, para poner fin a la actuación disciplinaria mediante una decisión ejecutoriada, que para los casos en donde se hayan interpuesto recursos, se consolida con la notificación de su resolución. 
5. Caso concreto

5.1. Ha operado el fenómeno de la prescripción para el ejercicio de la acción disciplinaria de conformidad con los preceptos constitucionales.

Precisada la forma como ha de declarase la prescripción de la acción disciplinaria, corresponde ahora a la Sala centrar la atención sobre la falta disciplinaria imputada al actor, con el objeto de definir a partir de cuándo debe contarse el término de los 5 años.

La falta imputable por haber propuesto la apertura de una licitación pública para comercializar los productos de la Industria Licorera del Cauca, en la reunión de la Junta Directiva el 22 de noviembre de 2005, sin que aún se hubiera elaborado los estudios de conveniencia y oportunidad respectivos, y que ella fuera acogida por la Junta Directiva en sesión del 04 de julio de 2006, fue calificada como gravísima “en atención a los numerales 30 y 31 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, por intervenir en la celebración de un contrato estatal con omisión de los estudios técnicos, financieros y jurídicos previos requeridos para su ejecución, y por cuanto está prohibido participar en la etapa precontractual en detrimento del patrimonio público o con desconocimiento de los principios que regulan la actividad contractual.” (Folios 237 y 238 del Pliego de Cargos, obrante en C. Ppal. 2)   
Lo anterior significa, que la conducta omisiva presuntamente cometida por el actor corresponde a una falta continua, en criterio de la Sala, que culminó el 04 de julio de 2006, cuando la Junta Directiva acogió la propuesta hecha por el entonces Gobernador JUAN JOSÉ CHAUX MOSQUERA, pues se mantuvo la omisión de tener en cuenta los estudios previos para adelantar el proceso contractual. 
En ese sentido, la Sala considera que de conformidad con el inciso primero del artículo 30 de la Ley 734 de 2002, la Procuraduría tenía desde el 05 de julio de 2006 hasta el 05 de julio de 2011 para emitir la decisión administrativa debidamente ejecutoriada que pusiera fin a la actuación disciplinaria, no obstante, el recurso de apelación interpuesto contra el fallo disciplinario de fecha 16 de diciembre de 2010 (obrante a folios 252 a 289 del C. Ppal.2), fue resuelto mediante fallo del 20 de mayo de 2013 (folios 290 a 380 del C. Ppal.2), notificado el 31 de mayo de 2013 (constancia de notificación personal a folio 380 del C. Ppal.2). 
De lo anterior infiere la Sala, que la Procuraduría General de la Nación sancionó al actor estando prescrita la acción disciplinaria, pues contados 5 años, el plazo prescribió el 05 de julio de 2011 y el proceso disciplinario culminó con decisión de mérito debidamente ejecutoriada el 31 de mayo de 2013, por fuera del término legal, violando el derecho del disciplinado al debido proceso, pues se imponía la extinción de la acción disciplinaria.   

Tiene así vocación de prosperidad la censura que formula el disciplinado relacionada con la prescripción de la acción disciplinaria y en esa medida se declarará la nulidad de los actos acusados, sin entrar a estudiar los demás cargos, pues dicha decisión anulatoria releva a la Sala del estudio de los restantes vicios endilgados.

4.2. No hay lugar al reconocimiento de perjuicios materiales ni morales. 

Alega el actor que se le causaron perjuicios morales como consecuencia de la estigmatización como corrupto derivada de la implicación en presuntas irregularidades en materia de contratación estatal, y la imposibilidad de haber podido continuar con normalidad su vida política pues tuvo que retirarse de la misma con ocasión del señalamiento efectuado por la Procuraduría. 
Respecto de la configuración de perjuicios alegada por el actor, la Procuraduría manifiesta que no se encuentra probado que se hayan efectuado señalamientos de corrupción que hayan generado un rechazo en el grupo social en el que se desenvolvía el disciplinado, estando claro que el único cargo endilgado se refería al incumplimiento de deberes funcionales en materia de contratación estatal, al aprobar en sesiones de la Junta Directiva de la ILC la apertura de una licitación pública con el objeto de contratar a un particular para que comercialice los productos de la Licorera, sin contar con los estudios previos.  

Sumado a lo anterior señaló que tampoco es cierto que los fallos demandados le hayan impedido al actor seguir con el normal desarrollo de su carrera política, dado que el fallo de primera instancia, proferido el 16 de diciembre de 2010, fue apelado y por ende lo ahí decidido quedó en suspenso hasta la decisión de segunda instancia, por lo cual hasta no haber estado debidamente ejecutoriada, no constituyó antecedente alguno contra el disciplinado que le impidiera el libre ejercicio de funciones públicas, incluidas las de elección popular. 
Además, alega la Procuraduría que en el fallo de segunda instancia, la suspensión en el cargo fue sustituida por el equivalente en salarios y sin la imposición de la inhabilidad especial, por lo que de ninguna manera se impidió el desarrollo de las actividades políticas del actor.

Para resolver las pretensiones referidas al reconocimiento de los perjuicios alegados, la Sala procederá a examinar si su configuración ha sido debidamente probada.  

Lo anterior, a la luz del artículo 164 del Código General del Proceso, el cual establece que “Toda decisión judicial debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso”, y en concordancia, del artículo 167 del mismo código, que consagra: “Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen.”

Sin mayor dificultad, esta Corporación observa que el actor no presentó pruebas que sirvieran de medios de convicción para acreditar la configuración de los perjuicios alegados, ni siquiera solicitó el decreto y práctica de las mismas.

Frente a los perjuicios materiales alegados, se destaca especialmente que la parte actora no probó que efectivamente el Sr. Chaux Mosquera pagó la suma de dinero producto de la conversión del término de la suspensión en salarios, ordenado en el fallo del 20 de mayo de 2013.     

De lo anterior, se colige que en virtud de los principios de necesidad y carga de la prueba, esta Corporación no puede reconocer lo que no ha sido debidamente probado, razón por la cual no se accederá a la pretensión de reconocimiento de perjuicios materiales y morales.
5. Costas 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011, dentro de la sentencia el Juez deberá pronunciarse sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código General del Proceso. 

En razón a que dentro del sublite se accederá a las pretensiones de la demanda, la entidad demandada deberá reconocer agencias en derecho a favor de la parte demandante, conforme a lo dispuesto en el Acuerdo No. 1887 de 2003, expedido por el Consejo Superior de la Judicatura. 

Así las cosas, se condenará a la parte demandada, a reconocer la suma del cero punto cinco por ciento (0.5%) de las pretensiones reconocidas en la presente sentencia. 

III. DECISION

En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CAUCA, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

F A L L A

PRIMERO: DECLARAR la nulidad del Fallo disciplinario de primera instancia proferido el 16 de diciembre de 2010, por la Procuraduría Primera Delegada para la Contratación Administrativa en contra del Dr. Juan José Chaux Mosquera, en su otrora calidad de Gobernador del Departamento del Cauca, y del Fallo disciplinario de segunda instancia proferido el 20 de mayo de 2013, mediante el cual la Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación modificó la decisión de primera instancia, conforme a las consideraciones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda, de conformidad con los motivos expuestos en esta sentencia.

TERCERO: CONDENAR en costas a la parte demandada, conforme a lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia. Liquídense por Secretaría las costas del proceso. 

CUARTO: Se dará cumplimiento a esta Sentencia en los términos del artículo 192 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

La presente providencia se notifica en estrados y podrá ser apelada dentro de los 10 días siguientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 202 y 247 del CPACA.

COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE.

Se hace constar que el proyecto de sentencia fue considerado y aprobado por la Sala, en sesión de la fecha.

Los Magistrados,

CARLOS H. JARAMILLO DELGADO   NAUN MIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ

DAVID FERNANDO RAMIREZ FAJARDO
� CONSEJO DE ESTADO, SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, CONSEJERA PONENTE: SUSANA BUITRAGO VALENCIA, veintinueve (29) de septiembre de dos mil nueve (2009). Radicación número: 110010315000200300442 01, Actor: Álvaro Hernán Velandia Hurtado


� Ibídem 


� Ibídem 


� Ibídem 


� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION CUARTA, Consejera ponente: CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRIGUEZ, seis (6) de marzo de dos mil catorce (2014), Radicación número: 11001-03-15-000-2010-00076-03(AC), Actor: ALVARO HERNAN VELANDIA HURTADO


� C-641 de 2002, M.P. Rodrigo Escobar Gil


� C-244 de 1996, M.P. Carlos Gaviria Díaz 


� Ibídem 


� Ibídem 


� Consejo de Estado. Sentencia de 24 de mayo de 1991, Consejero Ponente: doctor Carlos Betancur Jaramillo, expediente No. 6299 actor: Guillermo Benito Vallejo.


� El Debido Proceso Legal y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Página 1302. Víctor Manuel Rodríguez Rescia.


� Corte Constitucional. Sentencia C- 244 de 1996.
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